
 

 

DIRECCIÓN DE LITIGIGACIÓN ESTRATÉGICA CASACIÓN Y REVISIÓN  
 

Banco de Resoluciones en temas de Litigio Estratégico - 2023  
 

JURISPRUDENCIA SENTENCIA No. 325-23-EP/23 
 

TRIBUNAL Corte Constitucional, 30 de agosto de 2023.  

MATERIA Constitucional - Acción Extraordinaria de Protección  

INTERVINO LA DEFENSORIA 
PUBLICA   

No aplica 

DATOS DEL DEFENSOR/A 
PUBLICO 

No aplica 

DERECHOS INVOLUCRADOS El derecho a la tutela judicial efectiva, al debido proceso en la garantía de 
la motivación y el derecho a la seguridad jurídica. Artículo 76 numeral 7 
literal l) y artículo 82 de la Constitución de la República del Ecuador.  

BREVE RELACION DE LOS 
HECHOS 

La accionante interpuso una demanda de alimentos para mujer 
embarazada en la Unidad Judicial Multicompetente del cantón Zaruma, el  
Juez resolvió aceptó fijando una pensión alimenticia de $200 mensuales, 
desde la concepción  por el periodo de 9 meses, más doce meses más a 
partir del nacimiento del hijo en común.  
 
El demandado apela la resolución ante la Corte Provincial  de Justicia de El 
Oro, la sala el 1 de diciembre de 2022 resolvió aceptar el recurso de 
apelación interpuesto y dispuso que la pensión de $200 se cancele a partir 
del mes de marzo de 2021 (fecha en la que se interpuso la demanda) hasta 
el cumplimiento de doce meses de lactancia. El 23 de diciembre de 2022, 
la accionante presentó la acción extraordinaria de protección en contra de 
la resolución de 31 de octubre de 2022. 
 
La línea argumentativa que sirvió de fundamento para la Corte Provincial: 
“para aplicar las disposiciones de alimentos para niños en mujeres 
embarazadas, debe en primer lugar no estar regulado ni expresado en el 
Título VI la regulación normativa (lo cual no ha sucedido pues el Art. 148 
Ibidem establece desde cuando se pagan alimentos); y, en segundo, que 
debe aplicar a favor de la madre.” 
 

NORMAS CONSTITUCIONALES 
TRATADAS 

Artículo 76 numeral 7 literal l) y artículo 82 de la Constitución de la 

República del Ecuador. 

CONTEXTO SOCIAL Y 
ECONÓMICO DEL CASO 

Mujer embarazada reclama ante la justicia su derecho de percibir una 
pensión de alimentos, sin embargo, la justicia de segunda instancia vulneró 
su derecho de percibir una pensión alimenticia conforme lo estipula el 
ordenamiento jurídico artículos 148 y 150 del Código de la Niñez y 
Adolescencia.  

INSTANCIA PROCESAL EN LA 
QUE SE EMITE LA SENTENCIA  

Corte Constitucional, causa Nro. 325-23-EP. 
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INSTRUMENTO Y/O CRITERIO 
INTERNACIONAL INVOCADO 

No aplica 

ARGUMENTOS Y 
FUNDAMENTACIÓN DE LA 
CORTE NACIONAL 

La Corte Constitucional centra su análisis a partir del siguiente problema:  
¿La decisión judicial impugnada vulneró el derecho a la seguridad jurídica por 
supuestamente inobservar los artículos 148 y 150 del Código de la Niñez y 
Adolescencia, al haber fijado la pensión de alimentos de mujer embarazada 
desde la presentación de la demanda? 
 
La Corte Constitucional en sentencia 1967-14-EP/20, párrafo 16, estipula 
en que consiste la seguridad jurídica: 
 
“[…] un ordenamiento jurídico previsible, claro, determinado, estable y 
coherente que le[s] permita[n] tener una noción razonable de las reglas del 
juego que le serán aplicadas. Este debe ser estrictamente observado por los 
poderes públicos para brindar certeza al individuo de que su situación 
jurídica no será modificada más que por procedimientos regulares 
establecidos previamente y por autoridad competente para evitar la 
arbitrariedad.”. 
 
30. La Corte Constitucional, en el caso objeto de análisis consideró la ratio 
decidendi de las sentencias 2158-17-EP/21 y 2301-18-EP/23, que en su 
parte pertinente refiere: 
 
“Si, (i) una autoridad judicial fija la pensión de alimentos desde un momento 
distinto a la presentación de la demanda, violando la regla contenida en el artículo 
innumerado octavo del Código de la Niñez y Adolescencia; y, (ii) esto impide que 
los titulares de la pensión puedan disfrutar de ella desde el momento en el que 
tienen derecho [supuesto de hecho], entonces, se vulnera el derecho a la seguridad 
jurídica [consecuencia jurídica].” 

 
31. Y reconoció que, “en respecto del derecho a la seguridad jurídica, quien 
propone una demanda aspira a que en su tramitación se observe lo previsto 
en la normativa, pues lo contrario generaría incertidumbre en el 
administrado.” 
 
32. “Asimismo, en las sentencias mencionadas, la Corte reiteró que, para 
que la violación de una norma infraconstitucional constituya una 
vulneración del derecho a la seguridad jurídica, es necesario que “las 
transgresiones normativas tengan una trascendencia constitucional 
consistente, sobre todo, en una afectación a uno o varios derechos 
constitucionales del accionante distintos a la seguridad jurídica, afectación 
que, [en] el caso de los individuos humanos, han de suponer una merma 
significativa de su autonomía personal”.[…]” 
 
La Corte al revisar la resolución impugnada observó que, la Sala cita el 
artículo 148 del Código de la Niñez y Adolescencia, sin embargo, se 
cuestiona desde cuándo se debe determinar la pensión y para ello citó el 



 

 

artículo 150 del CONA y afirma que el trámite que corresponde es el mismo 
que para alimentos de los hijos y que, por ello, debe aplicarse el artículo 
innumerado octavo del Título V del Libro Segundo del Código de la Niñez y 
Adolescencia. 
 
Al respecto, corresponde verificar las disposiciones normativas 
relacionadas con el fin de determinar si existió una inobservancia 
normativa que conlleve a la vulneración del derecho a la seguridad jurídica. 
  
37. “Por una parte, el título V del CONA regula, principalmente, el derecho 
de alimentos de los niños, niñas, adolescentes y de los adultos y adultas 
hasta la edad de 21 años bajo ciertos supuestos. Es en este título en el que 
se encuentra el artículo innumerado octavo del Título V del Libro Segundo 
del CONA que determina que la pensión de alimentos se debe desde la 
presentación de la demanda. 
 
Sin embargo, la Sala justifica su aplicación con el siguiente argumento: 
 
41. “[…] el artículo 148 del CONA establece desde cuándo tiene el derecho, 
pero no hay norma que establezca desde cuándo se fija la pensión, lo cual 
solo lo determina el artículo innumerado octavo del Título V del Libro 
Segundo del CONA. Incluso si fuera cierto que el artículo 148 del CONA se 
limita a determinar desde cuándo se tiene el derecho, la Sala tuvo que 
considerar los supuestos del artículo 150 del CONA para estar habilitada a 
aplicar el artículo innumerado octavo del Título V del Libro Segundo del 
CONA.12 Estos supuestos consisten en: (i) que la disposición que pretende 
aplicarse sea compatible con la naturaleza del derecho a alimentos de 
mujer embarazada, y (ii) que la aplicación sea en favor de la madre 
embarazada. Por lo que, si bien el legislador abrió la posibilidad de aplicar 
otras normas que no son específicas del derecho de alimentos de mujeres 
embarazadas, esto solo procede bajo los supuestos mencionados.” 
 
42. “De observar estos supuestos, la Sala podía haber verificado que la 
determinación de la pensión de alimentos de mujer embarazada a partir de 
la presentación de la demanda impide que se garantice la protección desde 
la concepción, como establece el artículo 148 del CONA, lo cual afecta a la 
naturaleza de este derecho. Si bien la Sala sostiene que, para acceder al 
derecho de alimentos de mujer embarazada, se debía presentar la 
demanda “oportunamente en los primeros meses del embarazo”, ninguna 
disposición normativa exige esto, sino que independientemente de ello se 
reconoce que el derecho se protege a partir de la concepción.” 
 
43. “Asimismo, de observar los supuestos que exige el artículo 150 del 
CONA, la Sala podría haber determinado cómo el artículo innumerado 
octavo del Título V del Libro Segundo del CONA no es favorable a la madre, 
pues impide la protección del derecho desde la concepción. Por lo que, si 
bien se reconoce que la Sala, en función de sus facultades, podía determinar 



 

 

cuál era la norma aplicable, en este caso, el artículo 150 del CONA 
establecía de manera específica cuáles eran los supuestos que habilitan la 
aplicación de normas de pensión de alimentos de hijos e hijas.” 
 
La Corte para identificar la vulneración del derecho a la seguridad jurídica, 
la transgresión normativa y reconocer la inobservancia normativa, analizó 
que al fijar la pensión de alimentos de mujer embarazada desde un 
momento distinto al de la concepción, la Sala inobservó el artículo 148 y 
150 del CONA verificándose la transgresión normativa.  
 
46. “En las sentencias 2158-17-EP/21 y 2301-18-EP/23,13 luego de verificar 
una inobservancia normativa, la Corte consideró que fijar alimentos desde 
un momento distinto al establecido en la normativa afecta a los titulares, 
pues se les priva de valores que garantizan sus necesidades básicas y 
respecto de los cuales tenían derecho, impactando en su vida digna. Sobre 
la base de ello, se consideró que se vulneró el derecho a la seguridad 
jurídica.” 
 
La inobservancia normativa artículo 148 y 150 del CONA, generó que se 
aplique el artículo innumerado octavo del Título V, Libro Segundo, lo que 
conllevó que la fijación de la pensión de alimentos sea a partir de la 
presentación de la demanda. 
  
48. “El artículo 35 de la Constitución establece que “[l]as mujeres 
embarazadas […] recibirán atención prioritaria y especializada en los 
ámbitos público y privado” y, según el artículo 43 numerales 3 y 4 de la 
Constitución, las mujeres embarazadas deben recibir “protección prioritaria 
y cuidado de su salud integral y de su vida durante el embarazo, parto y 
posparto”, y deben “[d]isponer de las facilidades necesarias para su 
recuperación después del embarazo y durante el periodo de lactancia.” 
 
50. “En consideración de lo señalado es que se reconoce el derecho a 
alimentos de mujer embarazada y, por ello, es que el propio artículo 148 del 
CONA determina que este derecho se protege a partir de la concepción 
hasta la culminación de doce meses como periodo de lactancia, con la 
finalidad de que todas las etapas sean amparadas por la especial atención 
y cuidado.” 
 
51. “A su vez, la Sala Especializada de la Familia, Niñez, Adolescencia y 
Adolescentes Infractores de la Corte Nacional de Justicia ha determinado 
que el “derecho de alimentos para mujer embarazada se caracteriza por 
satisfacer cuatro aspectos básicos: ayuda prenatal, parto, puerperio y 
lactancia y porque se lo debe desde el momento mismo de la concepción” 
(énfasis añadido). Además, en el proceso 413-2012-JBP, el referido 
Organismo determinó que: 
 



 

 

“Este derecho tiende a asegurar no solo el desenvolvimiento exitoso del embarazo, 
el subsecuente alumbramiento y un período de lactancia favorable para alcanzar 
el conveniente desarrollo del niño en sus primeros meses de vida, sino que busca 
ofrecer también a la madre las condiciones necesarias que le permitan asegurar 
su salud, su restablecimiento y por qué no su bienestar durante este período [...]. 
[Por lo que] el derecho de alimentos de la mujer embarazada que abarca una 
protección integral para la madre y para el niño, que comprende el período de 
embarazo, puerperio y lactancia, así como la atención del parto, no admite un 
reconocimiento parcial, en atención a la etapa que se encuentren viviendo madre 
e hijo y/o hija, pues este derecho de alimentos no se debe, como los demás, desde 
el momento en que se presenta la demanda, sino que se debe desde el momento 
de la concepción, sin que pueda el juez a su arbitrio reconocer a la madre el aspecto 
o aspectos que este derecho refiere, según la época en la que ha presentado la 
demanda, lo que bien pudo obedecer a ciertas circunstancias y no necesariamente 
al hecho de que durante ese período no requirió el auxilio económico para llevar 
adelante un embarazo satisfactorio, para el parto, para el puerperio o para el 
tiempo completo de lactancia según sea el caso, además de que tal retardo jamás 
podría llegar a desvirtuar o desvanecer la obligación que tiene el Estado de 
garantizar la vida del que está por nacer a través de la ayuda y protección a la 
madre, de quien no dependía evitar la sucesión de las etapas subsiguientes a la 
fecundación [...]. [En tal virtud,] [...] basta probar el hecho de la concepción para 
que la madre pueda reclamar el reconocimiento integral del derecho consagrado 
por el Art. 148 del Código de la Niñez y Adolescencia (énfasis añadido).” 

 
52. “En la misma línea, dentro del proceso No. 01204-2017-00975, el 
mencionado Organismo estableció: 
 
“[...] la demanda de alimentos de mujer embarazada, puede presentarse en 
cualquier tiempo, siempre y cuando subsista alguna de las circunstancias 
que generan ese derecho, Sentencia 325-23-EP/23 se caracteriza por ser 
temporal, por la misma naturaleza, dura desde el momento de la 
concepción hasta doce meses posteriores al nacimiento, subsisten 
condicionalmente cuatro fases: prenatal, parto, puerperio y lactancia. En el 
presente pleito, se exigió el derecho cuando el niño tenía 8 meses de nacido 
aproximadamente, persistiendo así una de las circunstancias a que se 
refiere el artículo 148 del Código de la Niñez y Adolescencia. Efectivamente, 
el Tribunal [...], al entender claramente el sentido y alcance del articulado, 
realiza la correcta subsunción del hecho en la norma, la que es de carácter 
especial, no se sujeta a las reglas generales del derecho de alimentos.” 
 
54. “Al respecto, ese criterio genera la exigencia irrazonable de que la mujer 
embarazada tenga certeza del momento exacto de la concepción como 
para que ese mismo día presente la demanda. De hecho, el propio 
ordenamiento jurídico reconoce la posible dificultad de conocer el momento 
de la concepción y, por ello, en el artículo 62 del Código Civil se determina: 
“De la fecha del nacimiento se colige la época de concepción, según la regla 
siguiente: Se presume de derecho que la concepción ha precedido al 
nacimiento no menos de ciento ochenta días cabales, y no más de 



 

 

trescientos, contados hacia atrás, desde la media noche en que principie el 
día del nacimiento”. 
 
55. “Por otra parte, incluso cuando una mujer ya tiene conocimiento de que 
se encuentra embarazada, la obligación a la que se refiere la Sala de 
presentar la demanda “oportunamente” sin otro criterio adicional, a más 
de no tener un sustento legal como se señaló previamente, refleja la falta 
de entendimiento de que la demora en la  presentación de la demanda se 
puede deber a múltiples factores que podrían enmarcarse en la intimidad y 
autonomía personal de la mujer embarazada. Como se citó previamente, 
según lo determinó la Corte Nacional de Justicia en el proceso número 
01204-2017-00975, la prestación de alimentos de mujer embarazada 
podría demandarse luego de la concepción siempre que subsista alguna de 
las circunstancias que generan ese derecho.” 
 
56. “Si bien es posible que, por diversos factores, la presentación de la 
demanda de alimentos de mujer embarazada se realice luego de varios 
meses de embarazo o incluso luego del parto, esto no implica que el 
ordenamiento jurídico valide que los gastos para satisfacer las necesidades 
en el periodo de embarazo, parto, puerperio y lactancia ―previo a la 
presentación de la demanda― solo deban ser asumidos por la mujer 
embarazada y no por los obligados que se determinan en el artículo 149 del 
CONA. Entender lo contrario, implicaría desconocer el ámbito de protección 
del derecho a alimentos que se extiende en todas las etapas, desde la 
concepción hasta el fin del periodo de lactancia, así como desconocer el 
deber de corresponsabilidad paterna y materna que se determina en el 
artículo 69 numeral 5 de la Constitución.” 
 
57. “Así, la exigencia de presentar la demanda desde la fecha exacta de la 
concepción genera trabas y obstáculos para que se pueda ejercer el derecho 
a alimentos desde la concepción y, con ello, la protección y cuidado especial 
que exige la Constitución para las mujeres embarazadas y niñas o niños que 
dependan de ellas.” 
 

MEDIDAS DE REPARACIÓN 
INTEGRAL ADOPTADAS 

La Corte dispuso como medida de reparación: 
“61. Dado que se ha identificado que la resolución impugnada vulneró el 
derecho a la seguridad jurídica, esta Corte considera que para reparar la 
vulneración corresponde dejar sin efecto la resolución impugnada, y 
ordenar que se dicte una nueva resolución en observancia del contenido de 
los artículos 148 y 150 del CONA, así como en observancia de la protección 
y atención especial de mujeres embarazadas.”. 
“ii. Retrotraer el proceso para que una nueva conformación de la Sala de 
Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia de la Corte Provincial de Justicia de El 
Oro resuelva el recurso de apelación. […]” 



 

 

FALLO “1. Aceptar la acción extraordinaria de protección No. 325-23-EP. 2. 
Declarar la vulneración del derecho a la seguridad jurídica de la accionante 
Tania Alejandra Aguirre Zambrano.” 

VOTACIÓN POR LA QUE FUE 
ADOPTADA 

Aprobada por el Pleno de la Corte Constitucional con ocho votos a favor de 
los Jueces Constitucionales: Karla Andrade Quevedo, Alejandra Cárdenas 
Reyes, Carmen Corral Ponce, Jhoel Escudero Soliz, Enrique Herrería 
Bonnet, Alí Lozada Prado, Richard Ortiz Ortiz y Daniela Salazar Marín; en 
sesión ordinaria de miércoles 30 de agosto de 2023. 

VOTOS CONCURRENTES O 
DISIDENTES: 

No aplica 

OTROS DATOS DE INTERÉS: 
LINK DE LA CORTE 
CONSITUTIONAL 

http://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_DWL_FL/e2Nh
cnBldGE6J3RyYW1pdGUnLCB1dWlkOidiNTFkZmIyMS1iNjhhLTQ0NGEtOW
Y3My00MDAyNGRkYmQ2ZjAucGRmJ30= 
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